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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Pablo Abdala. 
MIEMBROS: Señores Representantes Daniel Bianchi, Artigas Melgarejo y Esteban Pérez. 


INVITADOS: Economista Fernando Lorenzo, Director del Área Macroeconómica del Ministerio de 
Economía y Finanzas. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala, don Pablo).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Damos la bienvenida al Director del Area Macroeconómica del Ministerio de Economía y Finanzas, 
economista Fernando Lorenzo. Es un gusto tenerlo presente. 


Queremos dejar una constancia inicial. Hemos estado procurando esta instancia desde hace varios meses, 
lamentablemente hasta el momento sin la debida receptividad, cosa que no es responsabilidad personal del 
economista Lorenzo; el Ministerio no había respondido a nuestra convocatoria, que se remonta al mes de 
mayo. Nos interesaba y nos interesa -por eso celebramos esta instancia- conocer la visión del Ministerio de 
Economía y Finanzas con relación a distintos aspectos que se vinculan con el sistema de la seguridad social y 
con distintas alternativas que de acuerdo a lo que otras autoridades nacionales nos han venido informando, se 
vienen generando en determinados ámbitos con relación al futuro del sistema. 


Tanto el señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social en su comparecencia en la Comisión, como las 
autoridades del Banco de Previsión Social nos informaron de un ámbito multidisciplinario que en estos 
momentos estaría analizando alternativas de variantes al sistema, ámbito que según se nos ha dicho integra el 
Ministerio de Economía y Finanzas. 


Además, esta Cartera no ha estado -y nos parece muy bien- omisa ni ausente en la discusión de esta materia, 
porque a través de los medios de comunicación hemos recogido opiniones o versiones, tanto del señor 
Ministro como de distintos voceros en cuanto a aristas o aspectos relacionados con este tema. Por eso fue que 
en el mes de mayo nos propusimos promover la invitación del señor Ministro, a efectos de conocer de 
primera mano su posición. Más allá de la demora -como decía mi abuela, nunca es tarde cuando la dicha es 
buena-, vamos a aprovechar la presencia del economista Lorenzo, a quien sabemos no solo una persona de 
bien sino una persona calificada y una figura representativa del equipo económico, por lo menos para 
consultarlo con relación a distintos aspectos de lo que mencionábamos. 


Tengo en mi poder la copia de lo que le envió el contador Asti, con los distintos puntos que componen el 
motivo de nuestra convocatoria. 


SEÑOR BIANCHI.- Dada la actividad del economista Lorenzo, no debe de tener demasiado tiempo y si 
le parece bien -me parece que la decisión la debe tener nuestro visitante-, en lugar de que él comience 
con una exposición, sería bueno que primero le hiciéramos algunas preguntas. Me parece que sería 
mejor, no solo en consideración al tiempo de que dispone, sino para evacuar más rápidamente nuestras 
dudas. 


SEÑOR LORENZO.- Me parece perfectamente razonable. De todos modos, quiero hacer un par de 
aclaraciones. 


La primera tiene que ver con que en la Oficina de Planeamiento y Presupuesto existe una Comisión Sectorial 
de la cual participan los Ministerios de Trabajo y Seguridad Social, de Desarrollo Social, de Salud Pública, de 
Economía y Finanzas, la propia Oficina y el Banco de Previsión Social, en la cual hay un ámbito de análisis y 
seguimiento de los temas de la seguridad social. Ese es el ámbito en el cual están involucrados todos los 
actores que tienen que ver con el sistema de seguridad social en el sentido amplio. 


La segunda consideración es que, en general, en lo que se refiere a iniciativa en esta materia, es el Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social el que tiene más cosas para decir. A pesar de que las temáticas tienen impactos 
económicos y consideraciones financieras, claramente me parece indispensable que el Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social forme parte de las consultas que ustedes tengan que hacer. Seguramente, las han hecho en 
el pasado, pero realmente la opinión de ellos es muy valiosa y muy relevante en este ámbito de discusión y 
análisis que tenemos en la Comisión de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me consta lo que acaba de señalar nuestro invitado en cuanto a que la 
iniciativa formal, por supuesto, corresponde al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, que es el que 
en el ámbito de la constelación orgánica del Estado resulta ser el titular de la política en materia de 
seguridad social. Sin perjuicio de ello y en función de lo que señalaba el propio economista Lorenzo en 
cuanto a la significación económica que estos temas tienen y a la participación que de hecho el 
Ministerio está teniendo en el ámbito de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto -como se acaba de 
señalar-, quisiera formular algunas consultas bien concretas, que tienen que ver con expresiones o 
trascendidos públicos que en los últimos meses han venido formulando distintos actores -uno de ellos, 
el propio Ministro de Economía y Finanzas- y con algunas de las afirmaciones sobre los planteos que 
tanto el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social como el propio Directorio del Banco de Previsión 
Social oportunamente formularon en esta Comisión. 


Voy a tratar de ir de lo general a lo particular, procurando ser bien concreto. 


En cuanto a los aspectos generales, como hace referencia el primer numeral de la convocatoria, quisiera 
consultar al economista Lorenzo con relación a las eventuales modificaciones al sistema de seguridad social. 
¿Qué nos puede informar al respecto? ¿Cuál es la visión del Ministerio de Economía y Finanzas en cuanto a 
aspectos que tienen que ver con eventuales reformas del régimen jubilatorio mixto que rige hoy en Uruguay? 


El Banco de Previsión Social, y en particular su actual Presidente, en los días previos y posteriores a su 
asunción y en su propio discurso de asunción como titular del Banco, habló de revisar el sistema. Inclusive, 
en algún caso hasta postuló la eventualidad de suprimir las AFAP; aclaro que cuando compareció en la 
Comisión, moderó esa propuesta. Contemporáneamente, el Ministerio de Economía y Finanzas fue muy 
enfático -en una opinión que personalmente comparto-, en el sentido de que el sistema debía mantenerse en 
su calidad mixta, y en que no habría, o por lo menos el Ministerio no avalaría, modificaciones en ese sentido, 
por lo menos en la esencia del sistema, tal como está planteado. Una primera consulta está planteada en esa 
dirección. 


En el mismo contexto, todos sabemos que el actual sistema de seguridad social tiene un actor fundamental, 
que son las AFAP, relacionadas con el componente del ahorro individual que el sistema postula. En ese 
sentido, el Banco de Previsión Social está impulsando algunas acciones -de las cuales tuvimos noticia a partir 
del propio Directorio en el ámbito de esta Comisión- relacionadas con la rebaja de las Comisiones que cobra 


República AFAP, lo cual generaría no solo un efecto con relación a los afiliados de esa administradora, sino 
una consecuencia en el propio sistema, por la menor competitividad que generaría para las distintas AFAP, en 
función de que República AFAP es la que cuenta con la mayor cantidad de afiliados. 


Al mismo tiempo, se nos planteó que el Banco de Previsión Social se encamina a trasladar al conjunto de las 
AFAP, a excepción de República AFAP, el reclamo por los gastos administrativos en los cuales incurrió el 
Banco por la prestación de servicios de los cuales resultaron beneficiadas las demás AFAP. Por lo tanto, se 
propone cobrar los gastos o los costos generados con los años desde que la reforma se instauró en 1995. 
Haciendo la salvedad de que el economista Lorenzo sabrá qué debe contestar y qué no, en función de lo que 
es competencia del Ministerio o competencia del Banco de Previsión Social, queremos saber cuál es la visión 
del Ministerio, si no en estos aspectos puntuales, al menos en cuanto a la vigencia del régimen de las AFAP, 
tal como está planteado al día de hoy. 


Yendo a aspectos más específicos, se habló también en la Comisión de la eventualidad de introducir 
modificaciones en cuanto a la configuración de la causal jubilatoria, tal vez por la vía de una rebaja de los 
años de servicio. También trascendió públicamente que en un documento del Banco Mundial -esto sí tiene 
vinculación con el Ministerio de Economía y Finanzas- se le habría planteado al Gobierno Nacional la 
eventualidad de aumentar la edad de retiro. Naturalmente, esto puede ser apenas una recomendación que el 
Gobierno podrá tomar o no. Queremos saber en qué está esa situación, si efectivamente existió esa 
recomendación y si se está manejando en ese ámbito interdisciplinario que funciona en la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto. 


Estos aspectos tendrían que ver con las consultas en cuanto a eventuales modificaciones generales del 
sistema. Algunos aspectos más puntuales tienen que ver -procuraré ser bien específico- con que cuando 
comparecieron el Presidente y el Directorio del Banco de Previsión Social, anunciaron una serie de proyectos 
o de alternativas por la vía de crear nuevos beneficios jubilatorios o de modificar o flexibilizar las 
condiciones de accesión a los beneficios ya existentes. Queremos saber si el Ministerio de Economía y 
Finanzas está participando en la discusión de esos aspectos, que naturalmente tienen costo y que se supone 
habrán de incrementar los egresos del Banco de Previsión Social. 


Básicamente se mencionó aquí la creación de una figura nueva, que sería la de las jubilaciones anticipadas y 
parciales para aquellos desocupados que no tienen causal jubilatoria y se encuentran en una franja etaria entre 
los 45 y los 60 años. Se habló de flexibilizar las condiciones para acceder a la jubilación por edad avanzada y 
a las pensiones a la vejez. El Presidente del Banco de Previsión Social mencionó también que la institución 
tiene en su agenda la eliminación gradual de los topes jubilatorios que hoy rigen en materia de legislación 
previsional. 


Queremos saber si el Ministerio tiene una opinión al respecto y si estos aspectos están manejándose en el 
ámbito de esa Comisión, o si la respuesta es simplemente que no, que el Ministerio no se ha propuesto 
analizarlos o que no están planteados en ese ámbito multidisciplinario. 


Por último, hay dos aspectos que sí se vinculan directamente con el Ministerio de Economía y Finanzas. 


Uno es el régimen de exoneraciones de aportes patronales vigente. Tanto el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social como el Banco de Previsión Social se pronunciaron en la Comisión partidarios de revisar 
las exoneraciones vigentes, con el argumento de que en los últimos años fueron establecidas con el propósito 
de estimular la productividad y el empleo, que no cumplieron su función y, sin embargo, condujeron a una 
desfinanciación del sistema de seguridad social. En algún momento leímos declaraciones del señor Ministro 
de Economía y Finanzas sugiriendo o admitiendo la posibilidad de que ese tema estuviera en la agenda, 
eventualmente en el futuro proyecto de reforma tributaria que maneja el Gobierno. Después, el propio 
Ministro en una declaración de prensa, morigeró esa afirmación y pareció descartar la eliminación de esas 
exoneraciones. 


Nos interesa mucho conocer el punto de vista del Ministerio en esta materia. Como se sabe, estas 
exoneraciones están vigentes en el sector industrial y en el sector rural; el Presidente del Banco de Previsión 
Social postuló la eliminación de estas exoneraciones para los institutos de enseñanza. Es un tema cuya sola 
enunciación genera preocupación y queremos saber cuál es la posición del Poder Ejecutivo. 


Finalmente, en alguna oportunidad el señor Ministro de Economía y Finanzas e, inclusive, diría que el Poder 
Ejecutivo, en el documento de mayo de 2005 en función del cual se convoca al diálogo nacional a los 
distintos sectores de la vida social, desliza la posibilidad de que el Gobierno proponga revisar el sistema de 
ajuste de las pasividades previsto en la Constitución de la República, que como se sabe en estos momentos 
vincula la apreciación de las jubilaciones y pensiones al índice medio de salarios. En todo caso, el Gobierno 
estaría considerando, por razones de política económica -si así fuera- la eventualidad de ir hacia un sistema 
que vinculara el ajuste de las pasividades no a los salarios, sino a la inflación. 


Como esto está planteado en declaraciones de prensa y concretamente en este documento, como un 
postulado, o por lo pronto como una alternativa que el Gobierno estaría barajando, y puesto que más allá de 
las dificultades formales -porque como todos sabemos, eso demandaría una reforma constitucional- implica 
una reforma profunda y es un tema que, por lo menos, ambientaría la polémica, queremos confirmar si esa es 
la posición del Ministerio de Economía y Finanzas y en todo caso en qué está con relación a ese 
planteamiento. 


SEÑOR LORENZO.- Trataré de responder o de hacer consideraciones sobre cada uno de los puntos 
expresados. 


En primer lugar, efectivamente las manifestaciones del señor Ministro de Economía y Finanzas han sido 
claras en cuanto a que en lo que respecta al Ministerio de Economía y Finanzas, al Gobierno, al Poder 
Ejecutivo, no hay ningún proyecto concreto ni ninguna consideración sobre la introducción de eventuales 
modificaciones al sistema de seguridad social, al régimen mixto de seguridad social. La valoración es que en 
los dos pilares fundamentales de la reforma de la seguridad social es conveniente y oportuno continuar con 
los procesos de reforma para ganar eficiencia, conseguir mejores prestaciones y mejor administración de cada 
uno de ellos, pero el régimen mixto se ha revelado como eficiente y eficaz, y ha cumplido con los objetivos 
para los que fue diseñado. 


Esta reforma de primera generación del sistema de seguridad social, que define la estructura en la que nos 
movemos en la materia con un pilar solidario fundamental, el más amplio, el más importante, administrado 
básicamente por el Banco de Previsión Social, y con la existencia de las AFAP, es básicamente una estructura 
que a nuestro entender no necesita cambios estructurales en lo que se refiere al contenido. Por supuesto, no 
hay ninguna intención de decir que todo lo que ocurre en el ámbito de la seguridad social está perfecto, y que 
no es necesario introducir reformas, tanto en los aspectos operativos y de gestión del pilar solidario como en 
el de capitalización. En todo caso, si la pregunta era sobre la opinión del Ministerio de Economía y Finanzas 
con relación a la introducción de modificaciones en esta reforma de primera generación, entendemos que no 
hay razones ni fundamentos para ello y que no sería conveniente introducir cambios fundamentales en el 
sistema. 


La segunda pregunta, si no me equivoco, tiene que ver con las comisiones de República AFAP. Las 
decisiones en materia de política de comisiones de una sociedad anónima como República AFAP me parece 
que hacen a la opinión de su Directorio y de las autoridades. Hasta donde tengo conocimiento, no se han 
planteado por el momento -al menos no nos ha llegado información al respecto- decisiones concretas de 
variación de las comisiones en un sentido ni en otro. Por supuesto que el Gobierno, en tanto es custodio del 
ahorro público, vela porque esas comisiones estén en línea con las necesidades de quienes son los 
propietarios de los fondos administrados. En ese sentido, la política de comisiones debe ser vista en el marco 
de la competencia entre las administradoras de fondos, pero también desde la perspectiva de quienes son los 
beneficiarios del sistema; por supuesto, comisiones más altas implican costos para ellos y comisiones más 
bajas implican beneficios. 


Pero reitero que hasta el momento no se nos ha comunicado por parte del Directorio, formal o 
informalmente, que haya intenciones de introducir cambios -insisto-, tanto al alza como a la baja. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Formalmente, el sistema prevé que cuando la AFAP República hace un 
ajuste -si lo hace- de sus precios o comisiones, tiene que comunicarlo o pedir autorización al Gobierno 
Central, o funciona con autonomía? 


SEÑOR LORENZO.- Imagino que República AFAP debería dar cuenta a sus accionistas. Nosotros no 
somos accionistas directos; por lo tanto, no hemos sido comunicados formal ni informalmente al 
respecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No tendrían por qué informarlos. 


SEÑOR LORENZO.- No tendrían por qué informar al Ministerio de Economía y Finanzas, pero sí a 
los accionistas, como el Banco de la República o Banco de Seguros del Estado, con los cuales tenemos 
estrecho contacto. No tienen por qué hacerlo, pero insisto que no hay ninguna consideración al alza ni 
a la baja. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está entendido. 


SEÑOR LORENZO.- La tercera consulta que se hizo tenía que ver con los gastos de recaudación que 
el Banco de Previsión Social pretende cobrar -la recuperación de esos gastos- a las AFAP. 


En primer lugar, para entender el tema creo que hay que considerarlo estrictamente en la lógica comercial. O 
sea: el Banco de Previsión Social es un proveedor de las AFAP del servicio de recaudación. Este servicio 
claramente tiene un costo. Sabemos que la decisión de alcanzar un acuerdo con las AFAP a efectos de hacer 
efectiva esa recuperación de costos, en este momento está en la agenda de diálogo entre el Directorio del 
Banco de Previsión Social y las AFAP. Se han instalado comisiones técnicas que creo que han estudiado el 
tema, con participación de los representantes de las AFAP y de técnicos del Banco de Previsión Social. Tengo 
entendido que este tema está a consideración del Directorio del Banco de Previsión Social. El espíritu con 
que en todo momento se ha movido el Banco de Previsión Social en el diálogo con las AFAP, ha sido de 
tratar de encontrar un entendimiento, un acuerdo, un criterio razonable de recuperación de costos; me consta 
que ha sido así. Me parece que entenderlo de esa manera ayuda a clarificar la intencionalidad y el fondo de la 
cuestión. Es una recuperación de costos por un servicio que, efectivamente, el Banco de Previsión Social 
presta a un conjunto de empresas que habitan en el sector privado de la economía. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es legítimo. 


SEÑOR LORENZO.- En todo caso, es un problema entre el proveedor y el cliente, y la forma en que 
lleguen a un acuerdo, a un entendimiento en esta materia, imagino que es resorte de una negociación, 
de un diálogo en el cual se explicitarán los costos que están contemplados y se hará una cuantificación 
de ellos. Llegar a un acuerdo sobre esto sería la solución más satisfactoria, pero en caso de que no se 
llegue, imagino que habrá algún mecanismo de arbitraje. Pero reitero que me parece que es resorte de 
la relación entre un proveedor y alguien que recibe un servicio. 


La cuarta pregunta que hizo el señor Presidente tenía relación con la posibilidad de introducir cambios en las 
causales jubilatorias; ampliaría la pregunta, abarcando los parámetros que definen el acceso y el monto del 
acceso a la jubilación. 


Básicamente, por el momento no hay ninguna propuesta concreta. Las discusiones relativas a la edad 
jubilatoria eventualmente pueden formar parte de la discusión. Sabemos que los regímenes jubilatorios son 
muy sensibles a la esperanza de vida de la gente, de los beneficiarios del sistema, y que, además, son 
sistemas que influyen mucho en el mercado de trabajo; es decir, la estructura del régimen de acceso a los 
derechos jubilatorios tiene mucho que ver con lo que ocurre en el mercado de trabajo para aquellos que están 
muy cerca de las edades de retiro. Entonces, las consideraciones sobre la edad de retiro están mediatizadas 
por los problemas que se pueden plantear en el ámbito del mundo laboral, que tienen que ver con qué está 
pasando y con qué pasa con esas categorías ocupacionales, con esas edades de la gente que está llegando a la 
edad jubilatoria y con el cambio de situación de esos colectivos, ya sea porque aumenta su vulnerabilidad, las 
probabilidades de que se queden sin empleo y pierdan beneficios o por la esperanza de vida de los 
beneficiarios. Claramente, los cambios en los parámetros demográficos y en el mercado de trabajo en algún 
momento podrían implicar ajustes en estos regímenes. Si uno analiza la historia de estos regímenes 
secularmente, advierte que los parámetros, tales como la edad y otros -la tasa de remplazo, los beneficios, las 
bonificaciones por continuar activo-, son parte de decisiones que terminan volviéndose necesarias o 


adecuadas por las propias características de la evolución demográfica y del mercado de trabajo. Hoy no está 
contemplado ningún cambio en este sentido ni conocemos ningún proyecto que implique introducción de 
cambios generales en estas cuestiones. 


Ahora bien: esta es una materia de análisis permanente, y debe serlo. Simplemente, la cantidad de años en 
que los beneficiarios del sistema social van a percibir jubilaciones con relación a los años que ha aportado, 
son datos muy relevantes, así como la relación entre activos y pasivos, pero sentimos que después de que el 
sistema de seguridad social atravesó -en general, en el año 2002- por momentos difíciles y complicados, no 
urge introducir cambios importantes, relevantes, en los parámetros que definen el acceso a los beneficios de 
los regímenes jubilatorios; pensamos que es así. Ahora, no renunciamos a la posibilidad de mejorar y de 
adaptar el sistema, el pilar solidario, a las mejores condiciones de acceso y a un mejor disfrute de los 
beneficios por parte de los beneficiarios del sistema, en función de las características de lo que está 
ocurriendo en el mundo del trabajo. 


El hecho de que haya habido opiniones de organismos internacionales o de otras organizaciones públicas o 
privadas sobre la conveniencia de reducciones o de aumento en las edades de retiro, no involucra la posición 
del Gobierno y, lo más importante, se toman esas opiniones como sugerencias que están debidamente 
fundadas -creerán los que las hacen-, pero no forman parte de la agenda del Gobierno ni la definen sobre 
estas cuestiones. 


Sin tratar de ser evasivo, lo mismo debería decir en cuanto a que en el Ministerio de Educación y Cultura y, 
concretamente, en el ámbito de esta Comisión sectorial en la órbita de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto, no hemos discutido ni recibido planteos sobre cambios, sobre jubilaciones anticipadas sin causal 
jubilatoria ni sobre flexibilizaciones en los regímenes de acceso. Esto no quiere decir que en el Banco de 
Previsión Social o en algún organismo público no haya un diseño de una idea de innovar sobre el particular; 
llegado el momento, supongo que seríamos convocados a opinar al respecto. Pero la verdad es que, por el 
momento, no hemos recibido planteos concretos -ni no concretos- en ese sentido. 


Esos no han sido temas priorizados en la agenda, por lo menos en las reuniones en las que el Ministerio de 
Economía y Finanzas ha participado, que no son todas, porque durante este último mes en el cual se elaboró 
el Presupuesto Nacional, no hemos podido ser actores con presencia permanente en este ámbito. 


Con respecto al régimen de exoneraciones de aportes patronales, hay dos consideraciones para realizar. En 
primer lugar, voy a mencionar una posición, si se quiere conceptual, que creo que es la que ha estado detrás 
de las opiniones que tanto el señor Ministro de Economía y Finanzas como otros integrantes del equipo 
económico hemos hecho públicamente. 


El sistema tributario uruguayo en general -entendiendo el aporte patronal como uno de sus componentes- 
tiene una excesiva cantidad de exoneraciones. La cantidad de exoneraciones y la cuantía de exoneraciones 
que tenemos en nuestro sistema tributario hacen que aún la presunta neutralidad del IVA deje de ser neutral, 
dada la cantidad de perforaciones que tiene sobre lo que sería la tasa uniforme, que es la que daría lugar al 
argumento de neutralidad. Creemos que las exoneraciones, en general, generan inequidades y efectos 
distributivos, afectan la asignación de recursos y, lo que es más importante, complican mucho la vida a la 
agencia de recaudación, complejizan muchísimo y aumentan considerablemente el costo de la labor de 
fiscalización. Entonces, en el marco de la reforma tributaria, uno de los lineamientos que ha sido 
explícitamente manejado es que trataremos de limitar el número de exoneraciones, reducirlas e ir sobre 
estructuras impositivas que tengan bases más amplias, hablando técnicamente. Ese es uno de los ingredientes 
que tiene la reforma tributaria. 


Concretamente, en lo que se refiere a los aportes patronales no hay ninguna decisión tomada sobre 
modificaciones del régimen actual de exoneraciones. Hay una Comisión técnica funcionando en la órbita del 
Ministerio de Economía y Finanzas, supervisada por el Subsecretario de esa Cartera, economista Bergara, 
que está analizando la reforma tributaria integralmente. Yo no formo parte de esa Comisión ni sigo el día a 
día del avance de sus trabajos, pero creo que quizás convenga que esta Comisión invite a quienes están 
trabajando en aquella para que informen si, efectivamente, se está pensando en introducir innovaciones en 
ese sentido. 


El concepto general de que las exoneraciones constituyen un problema en cuyo manejo hay que ser muy 
cuidadoso, no debe llevar a la consideración de que una opinión negativa respecto a las exoneraciones 


implica que su eliminación sea la solución, porque hay muchas formas de eliminar las exoneraciones. Una 
forma es hacer que los exonerados dejen de estarlo y otra es exonerar a todos los que no están exonerados y 
ahí desaparece la exoneración. Entonces, al hablar de los cambios en las exoneraciones, en el menú de 
opciones -en cualquier impuesto o en los aportes patronales, por ejemplo-, aunque uno aceptara el concepto 
de no más exoneraciones o de que las eliminemos, todavía queda mucho por definir. Queda por definir qué 
significa que no haya exoneraciones. Si todos estamos exonerados no hay exoneraciones especiales para 
nadie; no hay perforaciones de la generalidad de la norma y tampoco las hay si a todos les ponemos una 
misma contribución. 


Por tanto, hasta donde yo sé, no está considerado introducir cambios en la reforma tributaria. Si los hubiera, 
aún así la lectura en términos de qué implica reducir las exoneraciones tiene un conjunto de matices en los 
cuales entran argumentos fiscales -de financiamiento de las prestaciones del sistema de seguridad social-, 
recaudatorios y otros que tienen que ver con la asignación de recursos y la distribución del ingreso, y con la 
justificación que tenga la existencia de tal o cual exoneración en la conveniencia -en términos de la 
asignación de recursos que el país quiere promover- o las condiciones de equidad que, como sabemos, son 
siempre objeto de controversia, porque cada uno de nosotros tiene su noción individual y colectiva, desde el 
punto de vista político, sobre qué es la equidad y cuál es la que preferimos. 


La última pregunta refería a que en el documento de convocatoria a este diálogo establecido en lo que dimos 
en llamar el Compromiso Nacional, en algún momento se hace mención a que esto puede ser materia de 
análisis para su revisión o -dado que se mantiene el mecanismo de indexación de pasividades- para introducir 
qué implica el mantenimiento de un régimen de indexación de pasividades tal cual está. 


Tal vez las redacciones dejen alguna duda al respecto, pero puedo decir que no era la intención decir que se 
pretende modificar el régimen de ajuste de pasividades. Sí era el propósito que en el marco de la discusión 
sobre la orientación general del programa macroeconómico que queríamos discutir y estamos discutiendo con 
mucho éxito en el marco del Compromiso Nacional, se tomara debida cuenta de las implicaciones que tiene 
el actual régimen de ajuste en la trayectoria de variables tan importantes como los salarios, las transferencias 
que el Estado hace al sistema de seguridad social o la cantidad de contratos y/o transacciones cuyos costos 
están vinculadas a estas cuestiones. 


Pero reitero que no era la intención revisar el asunto, aunque quizás la redacción nos haya traicionado. Es 
más: si se me consultara técnicamente diría que no creo que sea relevante ni oportuno debatir sobre los 
mecanismos de ajuste de las jubilaciones. Es probable que, técnicamente, a alguien se le pueda ocurrir alguna 
regla mejor, pero puedo asegurar que -también desde el punto de vista técnico- a mí se me podrían ocurrir 
algunas objeciones sobre cualquier otra regla que no sea esta, así como puedo tener alguna sobre la regla tal 
cual está planteada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece que la ocasión que tenemos en la tarde de hoy es formidable y 
tenemos que aprovecharla plenamente. Empiezo por valorar las explicaciones que ha formulado el 
economista Lorenzo, a quien no solamente agradecemos su presencia, sino sobre todo no haber dejado 
nada sin contestar. Creo que eso es algo a destacar ya que, además, tenía excusas a mano para poder no 
responder en función de que hay aspectos que está claro que en su origen o formalización no dependen 
de la Cartera que él representa. 


Sin perjuicio de ello, con respecto a alguno de los tópicos que hemos estado analizando quisiera repreguntar, 
no porque la respuesta haya sido insatisfactoria, sino para poder precisar algún aspecto particular o 
específico. 


En cuanto a las propuestas que manejó en la Comisión de Seguridad Social, el Presidente del Banco de 
Previsión Social está claro que no son materia del Ministerio de Economía y Finanzas. Sin embargo, el 
economista Lorenzo acaba de mencionar que el Ministerio no tiene conocimiento de ellas y que no habían 
sido planteadas en el ámbito de esa Comisión interinstitucional en la que participan distintos organismos. 


(Diálogos) 


A eso apuntaba mi consulta. Podría quedar la duda en cuanto a si en algún momento el BPS las 
planteó. Y quiero decirlo porque el señor Murro fue enfático cuando concurrió a la Comisión, aunque 


se manejó con mucha cautela. Naturalmente, no anunció estos planteamientos en términos de que 
fueran a convertirse en ley en forma inmediata, pero sí se refirió a ellos como incluidos en una agenda 
que el BPS había definido y que se proponía conversar, negociar o consensuar con el Poder Ejecutivo, a 
través del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social o de Economía y Finanzas. Concretamente, hizo 
referencia a planteamientos que formuló en su propio discurso de asunción, invocando al propio 
Presidente de la República. Tengo en mi poder la versión del discurso del señor Presidente del Banco 
de Previsión Social del día 29 de marzo, en la que toma expresiones que el doctor Tabaré Vázquez 
formuló en la campaña electoral con relación al mejoramiento de las jubilaciones sumergidas, la 
creación de nuevas causales jubilatorias, la eliminación de los topes jubilatorios, etcétera. Reitero que 
en la Comisión tuvo la cautela indispensable de no anunciar ni de dejar constancia de que todos esos 
planteamientos no podían resolverse de una sola vez y que, seguramente, estarían pautados por la 
gradualidad y habría que empezar por un tema y seguir con otro. En ese sentido -como saben los 
colegas que estuvieron presentes en esa oportunidad-, nosotros le manifestamos nuestra disposición a 
trabajar en ese sentido. 


Inclusive expresamos -el Presidente del BPS lo reconoció- que nuestro sector político había formulado 
planteamientos en el Senado con respecto a la jubilación por edad avanzada o a los topes jubilatorios, lo que 
el propio señor Murro había valorado y nosotros reconocimos como alternativas o mecanismos de solución 
viables. Pero quisiera que se precisara si desde el punto de vista fáctico la realidad indica que eso nunca se 
planteó en ese ámbito, si cuando fue planteado no estuvo presente el Ministerio de Economía y Finanzas o si, 
eventualmente, esto no ha salido aún de la órbita del Banco de Previsión Social, por lo que creo que a esta 
altura de las circunstancias deberíamos volver a preguntar al propio Directorio del Banco, ya que eso sería lo 
prudente y razonable. 


Otro aspecto que quiero replantear tiene que ver con las exoneraciones. Creo que el economista Lorenzo ha 
sido muy ilustrativo en la respuesta de carácter general que nos ha dado, y entiendo que de ella debe inferirse 
que hasta este momento no se ha avanzado más allá de la generalidad, es decir que no ha habido definiciones 
concretas sobre este punto en el marco de la reforma tributaria. En este sentido, vale la pena recoger el 
consejo de convocar a quienes están trabajando directamente en el asunto como, por ejemplo, al economista 
Bergara. Eso es algo que deberíamos analizar. 


Sin perjuicio de ello, nos cuesta un poco imaginar o deducir cuál sería la alternativa para limitar y reducir las 
exoneraciones tributarias sin eliminarlas, porque parece que fuera difícil. Entiendo lo que explicaba el 
economista Lorenzo en cuanto a que una alternativa es simplemente generalizarlas, ya que por supuesto en 
ese caso se eliminan. Otra alternativa sería que quienes hoy estén exonerados mañana dejen de estarlo y allí 
es donde nos asalta la duda y la preocupación en cuanto a aquellos sectores -como el industrial o el rural- que 
tienen una exoneración total. 


En ese caso, la única alternativa que uno alcanza a imaginar -me pregunto si existe otra- es que quienes hoy 
tienen una tasa de aporte cero cuenten con algún mecanismo para que, modificando esa exoneración sigan sin 
aportar al sistema; se supone que como alternativa, se tendría que procurar algún grado de aporte, porque de 
lo contrario la única alternativa que manejamos es dejar las cosas como están. Por lo pronto eso es lo que 
deberíamos hacer con respecto a esos sectores, en particular a los que en el pasado -a través de una decisión 
que puede ser discutible y polémica, como todas- el sistema político resolvió por vía de la ley eliminar las 
exoneraciones totalmente. 


Planteo esto como reflexión y el economista Lorenzo analizará si es conveniente hacer alguna consideración 
adicional. 


Con respecto al último punto, es decir, el sistema de ajuste de las pasividades, por supuesto que nos da cierta 
tranquilidad saber que no hay una propuesta concreta en cuanto a impulsar lo que en este caso sería una 
reforma de la Constitución. Nuestra preocupación surgió al observar los términos del documento que 
acabamos de mencionar y, concretamente -eso abona nuestra inquietud- de declaraciones públicas del 
Ministro de Economía y Finanzas realizadas el día 7 de julio, en las que dijo que no había que negarse a 
considerar si era mejor ajustar las pasividades como hasta ahora, por salarios, o por la evolución de los 
precios. Creo que fue bien concreto. Por supuesto que acepto que negarse a considerar no quiere decir 
proponer; en todo caso lo que estaba proponiendo era que en algún momento se considerara. Como el señor 
Ministro en algún momento propuso considerar un cambio en el sistema, desde esa oportunidad nosotros 


quisimos conocer la versión oficial del tema. Supongo que la conclusión es que más allá de que no se ha 
arribado a una fórmula o solución específica, no está descartado que en algún momento en el ámbito de la 
negociación o el consenso que se procurará a este efecto, el Gobierno pueda entender conveniente desindexar 
las jubilaciones e impulsar una reforma de la Constitución. 


Pero entiendo que si el estado de situación es el que plantea el economista Lorenzo, por lo pronto tenemos la 
tranquilidad de que no hay una respuesta inmediata, lo cual no quita que en el mediano o más largo plazo se 
pueda llegar a formular. 


Esas eran las reflexiones o repreguntas que quería hacer, algunos de las cuales he planteado en términos de 
interrogación y otras como reflexión. 


SEÑOR LORENZO.- Agradezco que se haya repreguntado, porque me permite hacer algunas 
aclaraciones que pasé por alto o realizar algunos comentarios que no hice sobre cada uno de los tres 
temas que se propuso. 


En primer lugar, se hizo referencia a acciones concretas que formaban parte de los compromisos políticos 
divulgados a la opinión pública durante la campaña electoral y más tarde en discursos y en expresiones 
presidenciales y del Presidente del Banco de Previsión Social, haciéndose eco de un conjunto de aspectos 
programáticos que había compromiso de llevar adelante durante este Período. En el compromiso de 
mejoramiento de las jubilaciones más sumergidas, afortunadamente estamos dando pasos concretos. En el 
mes de octubre vamos a implementar el primer ajuste diferencial para las jubilaciones más sumergidas; se 
está trabajando en afinar quiénes serán exactamente los beneficiarios. Hay decisión para hacerlo, y habrá un 
aumento diferencial ahora, en el mes de octubre, y otro en el mes de abril. Me parece que esos son aspectos 
concretos. Daremos un 3% de aumento en el mes de octubre y otro 3% adicional, además de los aumentos 
previstos en la Constitución, los que se dan en ocasión de los aumentos de los salarios de los funcionarios 
públicos. Me parece que la decisión de introducir estos dos aumentos diferenciales en las jubilaciones más 
sumergidas va en línea de avanzar en la concreción de aspectos programáticos que estaban en los 
compromisos electorales. 


Hay otros temas en los que seguramente el Banco de Previsión Social y el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social están trabajando. El hecho de que nosotros no tengamos información fidedigna sobre aspectos 
concretos no quiere decir que no se esté trabajando y que no seamos convocados aquí, probablemente a la 
brevedad. 


Acerca de las exoneraciones, quiero hacer un comentario adicional. Efectivamente, algunas partidas tienen 
una exoneración de la que no todos son beneficiarios, pero así como podría haber preocupación en 
determinados sectores que hoy tienen una exoneración por la eventualidad de no tenerla, también hay un 
planteo legítimo de los que no están exonerados acerca de por qué los trabajadores, los costos y las 
condiciones de competencia no están siendo equiparados a los de otros sectores. En general, el problema que 
tienen las exoneraciones es que admiten discusión sobre su conveniencia o no; ese es uno de los problemas 
más importantes. Siempre hay fundamentos para exonerar, pero siempre hay fundamentos para que el que no 
está exonerado, también lo esté. 


Me parece que la respuesta más contundente que uno puede dar ante esa preocupación es que, de algún 
modo, esto no puede cambiar mucho, porque si uno pretendiera eliminar las exoneraciones por la vía de 
exonerarlos a todos, se generaría el mismo problema que se genera toda vez que decidimos eliminar un 
impuesto o sustituirlo por otro. Lo que hay que asegurar es que efectivamente exista financiamiento para que 
la prestación que se asegura con la recaudación del impuesto, se pueda seguir llevando adelante. 


Quiero recordar al señor Presidente de la Comisión que en este momento la Tesorería hace transferencias de 
dinero muy importantes al Banco de Previsión Social por lo que, en todo caso, de lo que estaríamos hablando 
sería de cambios en los montos de las transferencias. Pero no hay que asimilar, en absoluto, que los cambios 
en los regímenes de exoneraciones vayan a provocar, primero, ningún problema sobre el financiamiento del 
sistema y, segundo, que no se puedan financiar de otra manera. No estoy fijando posición, pero creo que el 
statu quo tiene muchas formas de ser modificado. Lo que tenemos claro es que las prestaciones del sistema 
de seguridad social están aseguradas por parte del Gobierno. El programa financiero y el Presupuesto 
Nacional fueron hechos con el propósito de asegurar y de eliminar cualquier incertidumbre sobre estas 


cuestiones; son temas muy delicados, como otros temas en materia de finanzas públicas. Cuando uno evalúa 
las exoneraciones, las debe mirar en la integralidad de las finanzas públicas y no como un conjunto de 
parcelas separadas en las que parece que no hay vasos comunicantes entre sí. 


El país tiene una triste historia de afectación de tributos afines, pero la integralidad de las finanzas públicas 
hace que lo que importe finalmente sea el conjunto de servicios y prestaciones que el Estado tiene que 
asegurar que sean financiables. Entonces, me parece que el tema de las exoneraciones es menos dramático 
que estudiarlo en cada ámbito específico y que forma parte de una discusión más integral acerca de cuántos 
recursos públicos necesitamos y de dónde provienen para financiar lo que acordamos que es el gasto público, 
los bienes y servicios públicos que el Estado tiene que proveer. 


Sobre el sistema de ajuste de pasividades, creo que pondría el énfasis en la respuesta del señor Ministro: no 
hay que negarse a discutirlo. Yo no me niego a discutirlo, creo que el señor Ministro tampoco lo hace y nadie 
debería negarse a discutir sobre ello; el problema es que no negarse a discutirlo no quiere decir que uno sea 
partidario de cambiarlo. En mi caso personal, quiero que quede claro que no creo que sea conveniente ni 
necesario introducir cambios en el régimen. Insisto: podría haber argumentos aceptables que tienen que ver 
con lo que ocurrió en el pasado y con lo que puede ocurrir en el futuro. Alguien podría decir que la situación 
en materia de las prestaciones del sistema de seguridad social habría sido otra con otro mecanismo de 
indexación en la crisis de 2002. Me parece algo a tener en cuenta, pero en ese caso, si fuera un beneficiario, 
preferiría un indexador diferente al del salario, que sufrió rebajas y cortes espectaculares durante la crisis y 
después de ella, que se trasladó al sistema jubilatorio. 


Ese tipo de consideraciones que se hacen al analizar un episodio, encontrando argumentos en favor y en 
contra, debe ser sopesado con qué pasa si nos enfrentamos con un período de crecimiento de los salarios 
durante una década. Y hemos tenido uno y otro ejemplo durante la vigencia de la actual norma de indexación. 
Entonces, hay que ser muy cuidadosos. Lo que sí está claro es que para analizar esta cuestión el Ministerio de 
Economía y Finanzas no asume un criterio fiscalista; no es un problema de averiguar de qué forma se gasta 
menos. Están en juego otras cosas, no solo cuántas erogaciones adicionales o menores hay que hacer, sino 
que está en juego el bienestar de un conjunto de la población al que se debe asegurar que las condiciones en 
las que está esa población que no está activa, se mantengan y no queden a la penuria y a las variaciones de las 
contingencias que pueden afectar a otros sectores de la población. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Comparto totalmente eso. Sin duda, esto se vincula no solo con lo 
macroeconómico y con la visión financiera, sino con los aspectos de carácter social y con el aspecto que 
acaba de mencionar el economista Lorenzo con relación al bienestar de la población. Sin duda que un 
argumento o motivación, por lo pronto, de quienes no somos partidarios de modificar el sistema de 
ajuste -como el economista Lorenzo y quien habla; lo acaba de mencionar-, tiene que ver con la 
circunstancia de que los pasivos, que por definición son el sector más indefenso e inerme de la sociedad, 
quedarían en una situación de exposición bastante más compleja que la que tienen hoy y porque, entre 
otras cosas, sabemos que el Gobierno está en un emprendimiento de recuperación del salario público y 
privado -nos parece bien y lo apoyamos-, que por el actual sistema beneficiaría a las pasividades. 
Eventualmente, con un sistema diferente, no se las terminaría beneficiando; si en una eventual reforma 
se promoviera que se vinculara el sistema de ajuste, no a los salarios, sino a la inflación y el salario real 
se incrementara -precisamente, se incrementaría; sería mayor el aumento del salario que el de la 
inflación-, esa diferencia, ese surplus evidentemente no llegaría al sector de los jubilados y pensionistas. 


Entonces, creo que esto se vincula -reitero que no es una pregunta; apenas es una reflexión- con la 
connotación de carácter social que, sin duda, el tema tiene y que, por supuesto, va más allá de las visiones 
economicistas. 


Daré la palabra si los compañeros tienen alguna consulta. 
SEÑOR BIANCHI.- No; el economista Lorenzo ha sido muy claro. 
SEÑOR PÉREZ.- Las respuestas han sido muy satisfactorias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, la Comisión agradece su presencia al economista Lorenzo. 


(Se retira de Sala el economista Lorenzo) 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


